El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
José Alfredo Llano Aguirre  Vs Colpensiones Rad. 66001-31-005-2017-00588-01

Providencia:                               Auto de 8 de agosto de 2018
Radicación Nro. :

66001-31-05-2017-05588-01
Proceso:

             Ordinario Laboral  

Demandante:

             José Alfredo Llano Aguirre
Demandados:                             Colpensiones 
Juzgado de origen:
             Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira 
Magistrado Ponente:
             Julio César Salazar Muñoz

Temas: 

/RECONOCIMIENTO Y PAGO  DEL INCREMENTO PENSIONAL- Artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990/ PRESCRIPCIÓN COMO EXCEPCIÓN PREVIA/ PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO A LOS INCREMENTOS/ CONFIRMA. 
Ahora, respecto a la exigibilidad de la pretensión, debe precisarse que, tal como lo señala la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, el derecho al incremento pensional se causa desde el momento mismo en que se obtiene el estatus de pensionado y se debe reclamar dentro de los tres años siguientes, so pena de que prescriba de conformidad con lo dispuesto en los artículo 448 del C.S.T. y 151 de C.P.T. y S.S., pues recuérdese que para el Superior, éstos no gozan de la imprescriptibilidad que cobija la pensión como tal.

Para el caso de marras, al actor le fue notificada la Resolución No 005677 de 1996 29 de octubre de 1996, por lo tanto tenía hasta esa misma data del año 1999, para reclamar, lo cual no hizo sino hasta el 18 de agosto de 2017 –fl 17-. es decir, 20 años 9 meses y 19 días después de reconocida la pensión de vejez,  por lo que sin lugar a dudas se puede concluir que, sin necesidad de establecer si hay lugar a su reconocimiento, el incremento pensional pretendido, se encuentra prescrito.
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SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, ocho de agosto de dos mil dieciocho, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor José Alfredo Llano Aguirre en contra del auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 25 de mayo de 2018, dentro del proceso que le promueve a Colpensiones, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2017-00588-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Alfredo Llano Aguirre que la justicia laboral declare que le asiste derecho al reconocimiento y pago del incremento pensional de que trata el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, en consideración a que tiene a cargo a su cónyuge Teresa de Jesús Granada Alzate, desde el momento mismo en que contrajo nupcias, por lo tanto reclama tal beneficio a partir de la fecha de reconocimiento de la pensión de vejez, que lo fue el 4 de agosto de 1996.
Al contestar la demanda –fls.31 a 37- Colpensiones, dio respuesta a cada uno de los hechos formulados en el libelo inicial, se opuso a la pretensiones y formuló como excepciones de mérito las que denominó “Inexistencia de la Obligación, Imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal, Buena fe y Prescripción”, ésta última la formuló también como Previa, argumentando que, sin reconocer derecho alguno, el transcurso del tiempo había afectado el mismo, en tanto que debió reclamarse el incremento pensional dentro de los tres años siguientes al reconocimiento de la pensión, que lo fue el 4 de agosto de 1996.
Una vez instalada la audiencia prevista en el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. y evacuada la etapa de conciliación, la a quo, al abordar la fase correspondiente a la resolución de las excepciones previas, declaró probada la de prescripción propuesta por Colpensiones.

Para arribar a esta decisión, consideró que no existe duda respecto a la exigibilidad del derecho pensional, esto es desde el reconocimiento de la prestación el 4 de agosto de 1996, por lo que habiendo presentado la reclamación administrativa el 18 de agosto de 2017, no existe duda que superó los tres años de que tratan los artículo 151 del Código Procesal de Trabajo y de la Seguridad Social y 488 del Código Sustantivo del Trabajo, afectándose el derecho reclamado por el paso del tiempo.

Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación indicando que el derecho al incremento pensional es imprescriptible, viéndose solamente afectado por este fenómeno los que hacen parte de las mesadas que se causaron entre la fecha de reconocimiento de la prestación y la data en que se agotó la vía gubernativa, dado que al ser un derecho accesorio sigue la suerte del principal y es por ello que no tiene la virtualidad de ser afectado por el fenómeno prescriptivo. 

Reclama también que al ser el incremento pensional un derecho accesorio, éste debe correr la suerte del derecho principal y en ese entendido, es claro que prescribe en la misma medida en que se afectan las mesadas pensionales, permaneciendo incólume la prestación que los origina. 

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a solucionar el recurso, teniendo como problema jurídico a resolver el determinar si se dan los presupuestos para declarar probada la excepción previa de prescripción.  Para el efecto, esta Sala de Decisión considera necesario precisar los siguientes aspectos:
1. LA PRESCRIPCION COMO EXCEPCION PREVIA
Establece el artículo 32 del C.P.T. y de la S.S. que podrá proponerse como previa la excepción de prescripción, siempre y cuando no haya discusión sobre la fecha de exigibilidad de la pretensión o de su interrupción o de su suspensión.
2. PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO A LOS INCREMENTOS

Ha sostenido la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia que a diferencia del derecho pensional, los incrementos no gozan de imprescriptibilidad, posición que dejó sentada en sentencia de 18 de septiembre de 2012 con radicación Nº 42.300 y que fue reiterada en la SL9638 de 2014 y en la SL1585 de 18 de febrero de 2015, en los siguientes términos:

“(...) el artículo 22 del Acuerdo 049 de 1990 prevé que los incrementos por persona a cargo 'no forman parte integrante de la pensión de invalidez o de vejez que reconoce el Instituto de Seguros Sociales' es lógico que no pueden participar de los atributos y ventajas que el legislador ha señalado para éstas, entre ellas el de la imprescriptibilidad del estado jurídico del pensionado y que se justifican justamente por el carácter fundamental y vital de la prestación, reafirmado por la Constitución de 1991, y además por el hecho de ser de tracto sucesivo, por regla general, y de carácter vitalicio. 

No puede negarse que los incrementos nacen del reconocimiento de la pensión de vejez, pero ello no quiere decir que formen parte integrante de la prestación, ni mucho menos del estado jurídico del pensionado, no sólo por la expresa disposición normativa, como ya se apuntó, sino porque se trata de una prerrogativa cuyo surgimiento no es automático frente a dicho estado, pues está condicionado al cumplimiento de unos requisitos, que pueden presentarse o no.

La alusión normativa atinente a que el derecho a los incrementos 'subsiste mientras perduren las causas que le dieron origen', antes que favorecer la imprescriptibilidad, obran en su contra por cuanto implícitamente parte de la hipótesis de que se trata de un derecho que no es vitalicio en tanto su persistencia requiere que se sigan dando las causas que le dieron origen, de modo que aunque, parezca redundante, la desaparición de estas provoca su extinción.

De ahí que a juicio de esta Sala bien puede aplicarse para efectos de estos incrementos la tesis de que los mismos prescriben si no se reclaman dentro de los 3 años siguientes a su exigibilidad, debiendo entenderse que son exigibles desde el momento en que se produjo el reconocimiento de la pensión de vejez o de invalidez.”.

3. EL CASO CONCRETO
Lo primero que debe resaltarse antes de entrar a resolver el problema jurídico, es que la norma que faculta a la parte demandada a proponer la excepción previa de prescripción, determina sin lugar a equívocos que es respecto a la pretensión que no debe existir discusión en cuanto a la fecha de su exigibilidad, o de su interrupción o de su suspensión, por lo tanto, es claro que no se requiere estudiar la previa existencia del derecho para despachar de manera anticipada, este medio exceptivo.

Recuérdese que la pretensión es la autoatribución del derecho que el actor hace a su favor, por ello para determinar si ella ha prescrito, lo que debe analizarse es si desde la fecha que de su exigibilidad marca el demandante, han transcurrido los tres (3) años previstos en la ley para suspenderla o presentar la acción ordinaria, so pena de declarar extinto el derecho por el transcurso del tiempo.

En procura de establecer si en el presente asunto se dan los presupuestos necesarios para terminar prematuramente el proceso, en virtud a la prosperidad de la excepción de prescripción, se tiene que la parte actora reclama en su demanda el reconocimiento y pago del incremento pensional por personas a cargo a partir de 4 de agosto de 1996, data en la que le fue reconocida la pensión de vejez.
Ciertamente, tal como lo reclama el promotor de la acción, según la Resolución No 005677 de 1996 expedida por el extinto Instituto de Seguros Sociales –fl 15-, la citada prestación fue reconocida a partir del 4 de agosto de 1996, toda vez que la entidad encontró reunidos los requisitos establecidos en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, normatividad que resultó aplicable en consideración a su condición de beneficiario del régimen de transición.
Ahora, respecto a la exigibilidad de la pretensión, debe precisarse que, tal como lo señala la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, el derecho al incremento pensional se causa desde el momento mismo en que se obtiene el estatus de pensionado y se debe reclamar dentro de los tres años siguientes, so pena de que prescriba de conformidad con lo dispuesto en los artículo 448 del C.S.T. y 151 de C.P.T. y S.S., pues recuérdese que para el Superior, éstos no gozan de la imprescriptibilidad que cobija la pensión como tal.
Para el caso de marras, al actor le fue notificada la Resolución No 005677 de 1996 29 de octubre de 1996, por lo tanto tenía hasta esa misma data del año 1999, para reclamar, lo cual no hizo sino hasta el 18 de agosto de 2017 –fl 17-. es decir, 20 años 9 meses y 19 días después de reconocida la pensión de vejez,  por lo que sin lugar a dudas se puede concluir que, sin necesidad de establecer si hay lugar a su reconocimiento, el incremento pensional pretendido, se encuentra prescrito.
De acuerdo con lo expuesto, no queda más que acotar que le asistió razón a la funcionaria de primer grado en declarar probada la excepción de prescripción propuesta por Colpensiones y tal virtud se confirmará la decisión recurrida.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR EN SU INTEGRIDAD el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 25 de mayo de 2018.
Costas en esta instancia a cargo de José Alfredo Llano Aguirre
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por quienes en ella han intervenido.
Los Integrantes de la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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